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Policython 
2020

Co-creando soluciones innovadoras para 
combatir la corrupción en la región. 
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Acerca de 
nosotros

_Bloomsbury Policy Group (BPG) es una red de académicos 

latinoamericanos con estudios de postgrado en el Reino Unido 

relacionados con políticas públicas, quienes se conocieron a través de 

la red Chevening en 2016. En Junio 2017, se reunieron en el vecindario de 

Bloomsbury en Londres, para discutir sobre la democracia y las políticas 

públicas en la región. Una vez de regreso a sus países consolidaron el 

grupo con el compromiso de impulsar el diseño de mejores políticas 

públicas. En 2018, realizaron el Policy Forum en Uruguay llevando el 

enfoque de las ciencias del comportamiento en las políticas públicas. 

Entre 2019 y 2020, lanzaron el Policython en siete países de América 

Latina con el objetivo de generar soluciones innovadoras contra la 

corrupción en la región.

organizado por:
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_Chevening es el programa de becas del Reino Unido 

destinado a futuros líderes mundiales. Financiado por el 

Ministerio de Asuntos Exteriores, Mancomunidad y Desarrollo 

Británico (FCDO en inglés), los destinatarios de estas becas 

son seleccionados personalmente por las embajadas 

británicas y las altas comisiones alrededor del mundo. Desde 

1983, más de 50 mil profesionales han estudiado en el Reino 

Unido gracias a las becas Chevening. 

_makesense es una organización internacional que diseña 

programas de impacto social y ambiental, impulsando 

colaboraciones entre ciudadanos comprometidos, 

emprendedores apasionados y organizaciones vanguardistas 

por medio del uso de metodologías de innovación y espacios 

de colaboración. 

con el apoyo de:

“El contenido es responsabilidad exclusiva de BPG y no necesariamente 

refleja el punto de vista de la FCDO, embajadas británicas, Chevening, 

Chevening Alumni Associations y demás instituciones que apoyaron en la 

realización de este evento”
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Resumen ejecutivo
El combate a la corrupción representa uno de los grandes problemas políticos, 

económicos y sociales que generan desigualdad, opacidad y ponen en riesgo 

la vida democrática de las naciones; afectando especialmente a los más 

pobres. De acuerdo con un reporte de 2019 de Transparencia Internacional1, 

uno de cada cinco latinoamericanos tuvo que pagar un soborno para poder 

acceder a servicios básicos como atención médica o educación. Eso, explican, 

equivale a unas 56 millones de personas en la región. Ante esto, Bloomsbury 

Policy Group (BPG), junto con la Foreign, Commonwealth and Development 

Office (FCDO) del Reino Unido y makesense llevaron a cabo una serie de 

eventos en siete países latinoamericanos (México, República Dominicana, 

Honduras, Colombia, Brasil, Argentina y Uruguay) para colaborar y ahondar 

en la discusión pública de esta temática, considerando los enfoques de cada 

país. 

Cuatro de estas conversaciones se desarrollaron en formato de Policython: 

eventos colaborativos y creativos, que tienen por objeto reunir a ciudadanos 

y actores relevantes en el tema para diseñar en conjunto soluciones que 

sentarán las bases para una política pública integral en el combate a la 

corrupción. Los otros tres fueron en formato de panel de discusión, donde 

también se contó con exposiciones de expertos locales para discernir los 

principales desafíos y oportunidades presentes en cada contexto nacional. 

Más de 350 profesionales de políticas públicas, del sector público y privado, 

participaron en los eventos del Policython.

1. Pring, C., & Vrushi, J. (2019). BARÓMETRO GLOBAL DE LA CORRUPCIÓN EN AMÉRICA 

LATINA Y EL CARIBE 2019 (1st ed.). Transparency International.
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Los temas fueron desde el uso de tecnologías innovadoras hasta el rol de los 

“whistleblowers” o denunciantes anónimos en el combate a la corrupción, 

pasando por aspectos culturales y normativos de esta problemática. Los 

eventos sirvieron para examinar la corrupción desde distintos ángulos, 

buscando profundizar y extraer lecciones que esperamos sirvan para aportar 

al debate de esta temática regional.

Este documento se divide en cuatro secciones: la primera parte describe el 

proceso y principales conclusiones del Policython inaugural, llevado a cabo 

por el equipo de BPG México. La segunda parte presenta una visión general 

de los eventos paralelos de Honduras, Brasil y Uruguay, que siguieron una 

metodología de Design Thinking similar a la aplicada en México. La tercera 

parte describe los eventos que siguieron un formato de Panel de Discusión en 

República Dominicana, Argentina, y Colombia. La cuarta parte presenta una 

síntesis de los eventos en conjunto y propuestas para continuar la discusión.
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Expertos: 

_Dra. Elizabeth David-Barrett, 
Directora del Centro para el Estudio 
de la Corrupción de la Universidad de 
Sussex, Reino Unido.

_Lic. Nayeli Roldán, Periodista en 
Animal Político.

_Mtro. Gerardo Rodríguez Sánchez 
Lara del Centro de Estudios sobre 
Impunidad y Justicia de la  Jenkins 
Graduate School.

_Mtro. Rodrigo Felix Montalvo del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Mancomunidad y Desarrollo Británico. 

Moderadores:

_Juan Leopoldo Martínez - Socio BPG, 
ex becario Chevening.

_Diego Reyeros - makesense, Socio 
BPG, ex becario Chevening.

Cantidad de asistentes: 70 

El 16 de octubre de 2019 en la Ciudad de 

México, se llevó a cabo el evento principal 

del Policython 2019, el cual tuvo lugar en la 

Jenkins Graduate School de la Universidad de 

las Américas Puebla, contando con el apoyo 

de la Embajada Británica en México, además 

de ser facilitado por Make Sense. El evento se 

nutrió de las experiencias de varios expertos 

en la temática, incluyendo: la Dra. Elizabeth 

David-Barrett, Directora del Centro para el 

Estudio de la Corrupción de la Universidad 

de Sussex, Reino Unido; Lic. Nayeli Roldán, 

Periodista en Animal Político; el Mtro. Gerardo 

Rodríguez Sánchez Lara del Centro de Estudios 

sobre Impunidad y Justicia de la  Jenkins 

Graduate School; y el Mtro. Rodrigo Felix 

Montalvo del Ministerio de Asuntos Exteriores, 

Mancomunidad y Desarrollo Británico. 

La convocatoria reunió a más de setenta 

profesionistas, expertos y ciudadanos para 

dialogar, compartir y formular juntos iniciativas 

innovadoras en tres ejes temáticos:

México
Alianzas:

Fecha: 16 de octubre de 2019

Sede: Jenkins Graduate School 

de la Universidad de las 

Américas Puebla, CDMX.
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a) Protección a los Whistleblowers o denunciantes 
anónimos

Existen varios esfuerzos a nivel internacional para garantizar la protección 

de los denunciantes, mismos que parten de las regulaciones de tratamiento 

de datos personales y sensibles, así como la protección a testigos para los 

casos que lo requiera.

En México existe el marco jurídico para casos particulares y el tratamiento 

de datos personales, el cual se rige bajo la Ley Federal de Protección de 

Datos Personales. Sin embargo, el asunto no ha sido abordado de manera 

integral como debería pensarse en el marco de un Sistema Nacional 

Anticorrupción, donde la participación ciudadana es pieza fundamental para 

su funcionamiento.

b) La consolidación del Sistema Nacional 
Anticorrupción como una herramienta para los 
ciudadanos

En 2015 se reformó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

para incluir en el artículo 113 la creación del Sistema Nacional Anticorrupción 

(SNA) el cual cuenta con la participación de la sociedad civil, a través del 

Comité de Participación Ciudadana (CPC), que tiene por finalidad coordinar a 

los tres niveles de gobierno para prevenir y castigar los hechos de corrupción.

El CPC está conformado por mexicanos con renombre en el campo académico 

y profesional, considerados como ciudadanos ejemplo capacitados para 

emitir juicios imparciales que ayuden en la construcción del SNA. Sin 

embargo, sus atribuciones no rebasan las de participar, opinar y promover, 

con lo que no puede garantizarse que las aportaciones generadas influyan 

mandatoriamente en la toma de decisiones del Comité Coordinador.
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c) El uso de nuevas tecnologías para prevenir y 
combatir la corrupción en los sectores privado y 
público.

El Foro Económico Mundial (WEF por sus siglas en inglés) advierte que en 

el mundo, el sector de infraestructura es el más propenso a los sobornos 

y, junto con los sectores de transporte, industria extractiva y tecnologías 

de la información, representa 66 por ciento de los casos de soborno a nivel 

internacional2.

El uso de la tecnología y las herramientas digitales podrían jugar un papel 

central en los esfuerzos futuros contra ese flagelo. Algunas tecnologías 

aplicadas al combate de la corrupción en el mundo son:

Hace referencia a la capacidad 

de las máquinas de simular 

capacidades humanas como 

aprendizaje (machine learning) y 

resolución de problemas. Con la 

inteligencia artificial se podrían 

identificar patrones de corrupción 

en los servidores públicos para 

observar y prever acciones humanas 

vulnerables a actos de corrupción.

Es el uso de registros de información 

en bloques. Al generarse un nuevo 

bloque, éste contiene todos los 

registros anteriores sin que los 

mismos puedan modificarse. 

Esto permite tener un sistema 

de información verificable y 

permanente. El blockchain puede 

usarse para validar la autenticidad 

de permisos y contratos públicos.

Es la extracción y análisis de 

información a gran escala que 

se genera de una manera veloz 

y de fuentes diversas. Usos 

prácticos del Big Data es identificar 

fraudes y evasiones fiscales al 

conectar ágilmente información 

de contrataciones, transacciones 

financieras, entre otros.

De trámites gubernamentales, para 

evitar la interacción ciudadano-

funcionario y con esto disminuir la 

posibilidad de sobornos.

Inteligencia artificial Blockchain Big Data

Digitalización

2. World Economic Forum. (2020). Partnering Against Corruption Initiative – Infrastructure 

and Urban Development Building Foundations for Trust and Integrity [Ebook]. en http://

www3.weforum.org/docs/WEF_PACI_IU_Report_2017.pdf
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Cada una de estas tecnologías representan oportunidades complementarias 

entre sí para la adecuada identificación y prevención de actos de corrupción. 

Para propósitos prácticos, en este reporte se menciona la idea de usar 

inteligencia artificial tomando en cuenta que, para la implementación en 

soluciones contra la corrupción, se recomienda complementar todas las 

tecnologías mencionadas. 

Proceso creativo de la sesión

Con base en los principios metodológicos de Design Thinking y Speculative 

Design, se diseñó un formato de intervención creativa de cuatro momentos: 

exploración, inspiración, ideación y co-creación

Exploración
La etapa de exploración permitió a los asistentes 

reflexionar de manera personal sobre la conceptualización 

de la corrupción y de qué manera puede transmitirse e 

interpretarse visualmente.

Inspiración
En el Policython 2019 contamos con la presencia de 

reconocidos profesionales nacionales e internacionales 

referentes en el tema que expusieron teorías, métodos, 

casos y posturas sobre el combate a la corrupción. Estas 

intervenciones fueron concebidas como un detonador 

inspirador para el pensamiento creativo que fue necesario 

en las etapas posteriores.

Ideación 
En la etapa de ideación, los participantes fueron asignados 

a una de las tres salas de trabajo, asegurando la diversidad 

de perspectivas al mezclar funcionarios públicos con 

representantes de la sociedad civil y ciudadanos. En dichos 

espacios, se pudieron abordar una de las tres temáticas 

establecidas y que se mencionan al inicio de este documento. 

Durante este proceso, los participantes realizaron una serie 

de actividades que, mediante herramientas creativas, 

generaron nuevas ideas y percepciones poderosas para 

el entendimiento de la problemática desde diferentes 

perspectivas.
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Sobre las metodologías

Design Thinking

Es un acercamiento a la identificación de problemas y el desarrollo de 

soluciones que promueve la aproximación a un desafío a través de diferentes 

perspectivas. El proceso de diseño consta en fases de divergencia y 

convergencia de ideas para generar potenciales conceptos de solución. 

El Design Thinking se compone de cinco etapas base: empatizar, definir, 

idear, prototipar y probar. A través de ellas se abren espacios para generar 

soluciones rápidas mediante prototipos que puedan ser probados ágilmente 

para obtener retroalimentación e iterar el proceso en la etapa que sea 

necesario. El Design Thinking es un proceso en el cual es vital la inclusión 

de los usuarios o beneficiarios para asegurar que el proceso de ideación y 

emergencia de soluciones está centrado en una necesidad o desafío real. 

 

 

Co-creación
Como parte del proceso de co-creación, los participantes se 

auxiliaron de herramientas creativas de diseño especulativo 

y concreción de ideas para crear juntos posibles soluciones 

a la problemática abordada. De esta forma, se generó un 

ejercicio democrático para la toma de decisiones en el 

diseño de elementos para una política pública.
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Speculative Design   

Es una metodología de diseño que permite identificar y proponer soluciones 

a problemas mediante la construcción y la exploración de escenarios futuros. 

Parte de la concepción de que el futuro no existe y puede ser creado a partir 

de la estructuración de escenarios en diferentes dimensiones.

 

La temporalidad es el factor clave para este acercamiento pues, entre más 

adelantado está en el tiempo mayor nivel de incertidumbre puede crearse 

y, por lo tanto, mayor posibilidad de crear escenarios. Al definir el contexto 

con el que se desea trabajar; el proceso creativo puede partir de retomar 

aprendizajes del pasado, realizar un balance del presente para entender y 

explorar con una visión amplia el futuro. 

 

Esta metodología tipifica los futuros de la siguiente forma:

_Futuro posible: todo lo que puede llegar a suceder.

_Futuro plausible: todo lo que podría llegar a suceder.

_Futuro probable: todo lo que probablemente suceda.

_Futuro preferible: lo que queremos que suceda.
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Herramientas utilizadas y objetivos

La imagen colectiva de la corrupción

Descripción de la herramienta:

Como parte del proceso creativo para este proyecto se diseñaron herramien-

tas que permitieran facilitar el intercambio de ideas entre los participantes y 

la estructuración de conceptos de soluciones. 

La herramienta imagen colectiva de la corrupción permite que los partici-

pantes compartan su percepción sobre el tema de la sesión mediante un 

instrumento gráfico. El resultado permite que los participantes visualicen 

perspectivas terceras sobre el tema y relacionan imágenes a conceptos con-

vergentes entre la audiencia.

Objetivo: Interpretar de forma colectiva la representación de la corrupción 

a partir de emociones, situaciones, colores u objetos que puedan asociarse 

con el concepto.

Resultados del ejercicio “La imagen colectiva de la corrupción” 

de los participantes en el Policython México.
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Para guiar el proceso de divergencia y convergencia de ideas se diseñaron 

las siguientes plantillas que permitieron a los participantes analizar con 

una perspectiva holística el contexto de la temática, identificar áreas de 

oportunidad para innovar, alinear visiones sobre futuros posibles y futuros 

deseables con respecto a la corrupción en México y mediante un ejercicio 

de retrospectiva; aterrizar accionables periódicos para alcanzar estos futuros 

y actores relevantes involucrados en este proceso. 

Las plantillas presentadas en esta sección describen los objetivos de cada 

herramienta a lo largo del proceso creativo. 

Integral quadrant canvas

Objetivo:

Identificar las razones por las que los fenómenos de corrupción se originan o 

persisten desde cuatro dimensiones: personal, social, cultural y económica.
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Initiative canvas

Objetivo:

Transformar los fenómenos de corrupción en oportunidades de solución 

desde cuatro dimensiones: personal, social, cultural y económica; y con un 

enfoque local y global.

Alinear la visión del fenómeno mediante la construcción de un escenario 

en el futuro y los pasos en retrospectiva para alcanzar dicho escenario. 

Permite también identificar los actores clave y recursos necesarios para su 

construcción.

Moonshot canvas

Objetivo:
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Action plan canvas

Objetivo:

Aterrizar en acciones específicas las actividades a desarrollar para alcanzar 

un escenario planteado a un año. Estas acciones deben ser medibles y 

especificar los resultados esperados.

Para los eventos paralelos que se llevaron a cabo en Honduras, Brasil y 

Uruguay, se utilizó una metodología de Design Thinking similar a la descrita 

arriba, condensada en un policy canvas donde los participantes discutieron 

en torno a cuatro secciones: i) una parte de entendimiento y reflexión sobre 

las acciones o inacciones que fomentan la corrupción en su país; ii) seguido 

por un intercambio sobre qué o quiénes han inspirado a los participantes a 

tomar acción en el tema; iii) así como la identificación de los actores clave en 

el combate a la corrupción. Finalmente, desde el foco de distintos sectores de 

la sociedad, iv) los participantes identificaron las motivaciones y herramientas 

que permitirían generar cambios accionables contra la corrupción.
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Balance de ideas emergentes

Sala 1

Protección a los Whistleblowers o denunciantes anónimos.

Información recolectada con los diferentes canvas de Design Thinking:

•	 Inseguridad

•	 Represalias

•	 Exposición pública

•	 Desconocimiento del 

proceso de denuncia

•	 Normalización 

cultural de la 

corrupción

•	 Falta de protección 

legal

•	 Falta de incentivos 

para denunciar

•	 Vínculos familiares o 

de amistad

•	 Resuelve una 

necesidad económica 

inmediata

•	

Escenarios futuros  

reflejados en los medios      

de comunicación

Razones para no 
denunciar

Iniciativas para             

combatir las razones

•	 Uso de blockchain 

para asegurar 

procesos

•	 Garantizar anonimato 

de denunciantes

•	 Castigo público a los 

corruptos

•	 Incentivos para los 

denunciantes

•	 Auditores 

independientes

•	 Aumento de salario 

con base en ética y 

transparencia

•	 Campañas de 

socialización

•	 “La corte internacional 

anticorrupción 

reconoce a México 

como embajador 

en programas de 

denuncia y protección 

a testigos”

•	 “México sin aire, 

sin agua, pero sin 

corrupción”.
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•	 Tecnología: 

biométricos, 

blockchain, 

aplicaciones de 

denuncia, inteligencia 

artificial

•	 Legal: sistema 

de protección a 

denunciantes, acceso 

a historiales fiscales y 

financieros

Acciones claveHabilitadores Stakeholders

•	 Universidades

•	 Órganos de gobierno

•	 Cooperaciones 

internacionales

•	 Cultura Colectiva

•	 México Evalúa

•	 Transparencia 

Internacional

•	 Empresarios

•	 Codeando México

•	 Blockchain Academy

•	 Congreso

•	 Científicos sociales

•	 Foros de discusión 

para la Ley de 

Protección de 

Denunciantes

•	 Elaboración colectiva 

de la iniciativa de Ley

•	 Plataforma de 

denuncias encriptada

•	 Sistema Nacional 

de Protección al 

Denunciante

Análisis y hallazgos

Los participantes 

identificaron la mayor 

cantidad de razones 

para no denunciar 

desde la dimensión 

cultural.

1
La mayoría de las 

iniciativas para 

combatir las razones 

surgieron desde la 

dimensión económica.

Los habilitadores más 

recurrentes fueron 

las herramientas 

tecnológicas, como 

plataformas de 

denuncia, uso de datos 

biométricos, así como 

nuevas tecnologías 

como Inteligencia 

Artificial y Blockchain. 

Asimismo, se reconoció 

una necesidad de 

actualizar o crear 

marcos legales para 

habilitar los cambios.

Se identificaron 

actores relevantes 

sobre todo desde las 

Organizaciones de 

la Sociedad Civil, así 

como desarrolladores 

de tecnología y de 

habilidades digitales.

4
Como acciones 

prioritarias los 

participantes 

coincidieron en 

la importancia de 

socializar el tema 

y generar espacios 

para el diálogo para 

tener como producto 

a corto plazo la Ley 

de Protección a 

Denunciantes.

2

5

3
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Sala 2

La consolidación del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) como una 

herramienta para los ciudadanos.

•	 Falta de interés

•	 Falta de información

•	 Normalización de la 

corrupción

•	 Pocas acciones 

colectivas

•	 Desconfianza en las 

instituciones

•	 Mala distribución del 

recurso público

•	 Apatía

•	 Tolerancia a la 

corrupción

•	 Relación de 

corrupción con poder

•	 Dilación en el 

seguimiento

•	 Los ciudadanos 

no son parte de la 

estrategia

Escenarios futuros  
reflejados en los medios      

de comunicación

Razones de la 
desvinculación del SNA 

con los ciudadanos

Iniciativas para            
combatir las razones

•	 Héroes anticorrupción

•	 Liderazgos sociales

•	 Sistematización de 

denuncia

•	 Digitalización de 

procesos

•	 Sanciones más duras

•	 Servicio civil de 

carrera

•	 Red de colaboración 

entre instituciones

•	 Campaña de 

concientización

•	 Evaluación de 

instituciones y 

procesos

•	 Sistema de incentivos

•	 Contenido desde 

educación básica

•	 Sectorizar la 

corrupción

•	 Buenas prácticas

•	 “Histórico: primer 

Presidente 

procesado por 

actos de corrupción: 

Colectivo ciudadano 

y autoridades 

colaboran en 

investigación”.

•	 “Sistema Ciudadano 

Anticorrupción lleva 

miles de funcionarios 

sancionados”

•	 “En México 8 de 10 

personas prefieren 

denunciar antes 

de involucrarse 

en hechos de 

corrupción”
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Acciones claveHabilitadores Stakeholders

•	 Blockchain

•	 Ciencia de datos

•	 Plataforma de 

denuncia

•	 Reforma SNA

•	 Tianguis digital 

federal

•	 Programas 

educativos integrales

•	 Capacitación de 

servidores públicos

•	 Procesos

•	 Gobierno

•	 Ciudadanos

•	 Medios de 

comunicación

•	 Influencers

•	 Organizaciones de la 

sociedad civil.

•	 Sector privado

•	 Poder judicial

•	 Empresarios

•	 Gobiernos estatales

•	 Fortalecimiento 

del Comité de 

Participación 

Ciudadana del 

Sistema Nacional 

Anticorrupción.

•	 Capacidades entres 

OSCs y Ciudadanos

•	 Marco legal de 

protección a 

denunciantes

•	 Incentivos para 

denuncias

•	 Verificar calidad de 

información

•	 Diseñar estrategias 

regionales

•	 Ciudadano en el 

centro del SNA

•	 Campaña de miedo

•	 Vinculación de 

contrataciones 

federales y estatales

Análisis y hallazgos

Las razones de 

desconexión entre 

el Sistema Nacional 

Anticorrupción (SNA) y 

los ciudadanos fueron 

identificadas en mayor 

medida desde una 

dimensión personal, 

por desconocimiento o 

miedo.

1
Las iniciativas 

se enfocaron 

principalmente en la 

socialización, así como 

en la sistematización 

de los esfuerzos 

en el combate a la 

corrupción.

Principalmente se 

identificaron tres grupos 

de habilitadores: los 

tecnológicos, como 

blockchain y plataformas 

de denuncia; los 

formativos: para los 

servidores públicos, así 

como para la formación 

ciudadana; y, finalmente, 

los legales, especialmente 

la reforma al SNA.

3
Las acciones inmediatas identificadas se inclinan, 

sobre todo, a fortalecer la figura del Comité de 

Participación Ciudadana en el SNA, así como 

generar vínculos eficientes entre dicho sistema 

y los colectivos cívicos, y la integración de 

las estrategias regionales con las estrategias 

federales.

2

4
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Sala 3

 El uso de nuevas tecnologías para prevenir y combatir la corrupción en los 

sectores privado y público.

•	 Acceder a servicios 

básicos

•	 Necesidad

•	 Está normalizado

•	 Desconfianza en la 

tecnología

•	 Resistencia al cambio

•	 Malos salarios

•	 Impunidad

•	 Desarrollo 

tecnológico no útil

•	 Autojustificación

•	 Datos corruptos

•	 Sale más cara la 

multa

•	 Desesperanza y 

hartazgo

•	 Procedimientos 

burocráticos rígidos

•	 Extorsión

•	 Huecos legales

•	 Falta de Estado de 

Derecho

•	 Falta de claridad 

Escenarios futuros  

reflejados en los medios      

de comunicación

Razones para los 
sobornos

Iniciativas para       
combatir las razones

•	 Denuncias anónimas

•	 Mecanismos de 

participación 

ciudadana

•	 Consulta pública

•	 Campaña de 

socialización 

de prácticas 

anticorrupción

•	 Registro electrónico

•	 Salas virtuales de 

discusión

•	 Auditorías 

independientes

•	 Inteligencia Artificial

•	 Tecnología amigable

•	 Infraestructura de 

datos

•	 Empoderamiento 

ciudadano

•	 Uso de la tecnología 

para pago inmediato

•	 “Sistema de 

contrataciones 

aclamado por la ONU 

por ser incorruptible”

•	 “México: primer país 

en AL en eliminar los 

sobornos a policías 

de tránsito”

•	 “Primer caso de 

soborno en los 

últimos cinco años
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Acciones claveHabilitadores Stakeholders

•	 Inteligencia artificial 

(IA) en fiscalización

•	 Cambio legal

•	 Registro electrónico 

de contrataciones

•	 Trazabilidad del 

dinero público

•	 Plataforma de 

denuncia

•	 Reforma en el 

Servicio Profesional 

de Carrera

•	 Universidades

•	 Funcionarios públicos

•	 Sociedad Civil

•	 Ciudadanos

•	 Instituto Nacional 

de Estadística y 

Geografía (INEGI).

•	 ONG

•	 Gobiernos locales

•	 Organismos 

internacionales

•	 Sector tecnológico 

•	 Policy makers

•	 Homologar 

nomenclatura en 

contrataciones

•	 Trazar ruta del dinero 

de obras

•	 Fondos mixtos 

transparentes

•	 Retos universitarios 

para resolver 

problemas con 

tecnología

Análisis y hallazgos

Las razones para los 

sobornos se ubicaron 

principalmente en la 

dimensión cultural, 

seguida por la 

dimensión personal, 

específicamente en 

temas de acceso a 

servicios básicos.

Las iniciativas recurrentes se basaron en el 

empoderamiento ciudadano y el desarrollo 

de herramientas tecnológicas para hacer 

más eficientes los procesos públicos y evitar 

opacidad, esto incluye hacer la tecnología 

anticorrupción más amigable y participativa.

Los habilitadores 

se concentraron en 

desarrollo de tecnología, 

como la trazabilidad 

del dinero público y 

la implementación de 

inteligencia artificial en los 

procesos de fiscalización.

De las acciones propuestas, surge una iniciativa 

de colaboración con las instituciones educativas 

para promover el desarrollo de soluciones 

tecnológicas que combatan la corrupción y la 

homologación de los sistemas de contrataciones 

en el sector público.

1

3

2

4



24

Recomendaciones y siguientes pasos en México

Las discusiones de las tres salas de trabajo coincidieron respecto a la 

necesidad de empoderar la figura ciudadana en los procesos de combate a 

la corrupción. Se identificaron algunas rutas clave que pueden convertirse en 

iniciativas de alto impacto:

Ley de Protección del Denunciante

Desde febrero de 2019, el senador Clemente Castañeda Hoeflich, del grupo 

parlamentario Movimiento Ciudadano, presentó la iniciativa de expedición 

de la Ley General de Protección de Testigos de Actos de Corrupción. Dicha 

iniciativa está pendiente en comisiones y no ha podido avanzar en su discusión.

Por ello, y con ánimos de generar vinculaciones efectivas, se recomienda 

iniciar un diálogo con el senador y otros parlamentarios que hayan mostrado 

interés en el tema, mediante los colectivos ciudadanos identificados en el 

ejercicio del Policython, de manera que se generen los escenarios necesarios 

para empujar el avance de la Ley en comisiones, así como integrar a dicha 

iniciativa la perspectiva de la sociedad organizada.

Esta iniciativa deberá llevar propuestas de aspecto técnico así como 

herramientas basadas en inteligencia artificial y blockchain que podrían ser 

desarrolladas por organizaciones de la sociedad civil desarrolladoras de 

tecnología.

Vinculación del SNA con los ciudadanos

Uno de los objetivos del Comité de Participación Ciudadana (CPC) y sus 

símiles en las entidades federativas, es la de identificar a los actores cívicos, 

académicos y privados que realizan actividades que combaten o previenen 

la corrupción. A partir de esa identificación, se podrían generar acciones 

colectivas.
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Se recomienda el acercamiento de los colectivos ciudadanos con el CPC y 

sus pares en entidades federativas para crear proyectos colaborativos que 

consideren los habilitadores mapeados en el Policython; específicamente, 

el lanzamiento y apropiación de herramientas tecnológicas para la denuncia 

ciudadana, la socialización de protocolos, mecanismos de denuncia, así 

como de la importancia y beneficios de la lucha anticorrupción tanto con 

ciudadanos como con funcionarios públicos. Se propone, también, la 

organización de espacios para la discusión y concreción de iniciativas, así 

como el activismo continuo en el combate a la corrupción. Finalmente, se 

vislumbra3 una posible mejora en el proceso de contrataciones públicas 

mediante el uso de tecnologías como blockchain, con un enfoque especial 

en la transparencia de la información y una integración entre lo nacional y lo 

regional. 

Soluciones tecnológicas de alto impacto

La tecnología es más eficiente si parte de un proceso colaborativo para 

resolver una problemática en particular. Se recomienda retomar la idea de 

incluir iniciativas universitarias y de colectivos ciudadanos para co-crear 

herramientas tecnológicas que solucionen alguna causa directamente 

relacionada con la corrupción.

De manera particular, se deberá abordar desde dos perspectivas: 1) la entrada 

de datos, es decir, herramientas para la denuncia que logren perfeccionar 

el proceso de 4anonimización; 2) el tratamiento de los datos publicables 

por las autoridades, con los que podamos generar información valiosa 

y de calidad para la toma de decisiones y, también, identificar los huecos 

procedimentales donde deban aplicarse de manera más contundente los 

procesos de rendición de cuentas y transparencia.

3.  World Economic Forum. (2020). Exploring Blockchain Technology for Government Transparency: 
Blockchain-Based Public Procurement to Reduce Corruption [Ebook] en http://www3.weforum.org/
docs/WEF_Blockchain_Government_Transparency_Report_Supplementary%20Research.pdf.

4. La anonimización es el proceso por el que cierta información o conjunto de información personal 
no puede vincularse directamente con una persona. Sin embargo, eso no quiere decir que no se 
cuente con el registro de los datos personales.
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Finalmente, la combinación de la correcta fiscalización, la trazabilidad del 

dinero (blockchain) y la inteligencia artificial podrían generar beneficios 

claves en contra de la corrupción en contrataciones públicas. Esto podría 

tener efectos positivos como mayor confianza ciudadana en las instituciones 

y mayor eficiencia en el gasto público de los gobiernos federal y estatales. 

Además, facilitaría a las organizaciones de la sociedad civil con información 

de calidad y en tiempo real para proponer mejoras adicionales en los procesos 

públicos.
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Uruguay, 
Honduras y Brasil 
Posterior al Policython en México, los equipos de BPG de Honduras, Brasil y 

Uruguay, llevaron a cabo sesiones de Design Thinking siguiendo la metodología 

aplicada en México aunque con un formato más condensado, con el fin de generar 

un proceso de discusión y co-creación de soluciones a la corrupción con actores 

relevantes en la temática. Estos eventos paralelos tuvieron lugar entre octubre de 

2019 y febrero de 2020.
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Expertos: 

_Cr. Ricardo Gil, Presidente de la Junta 
de Transparencia y Ética de la Maestría 
de Políticas Públicas de la Universidad 
Católica del Uruguay.

_Santiago Theoduloz, LLM de Queen 
Mary University of London, socio de 
BPG y ex-becario Chevening.

_Nicolás Brener, Dr. en Ciencias 
Sociales de la Universidad de la 
República y Master en Políticas 
Públicas de Birkbeck, University of 
London, socio de BPG y ex-becario 
Chevening.

_Leandro Secco, LLM de Queen Mary 
University of London, socio de BPG y 
ex-becario Chevening.

Moderadores:

_Andrea Pérez, Magíster en Service 
Design Innovation y ex becaria 
Chevening.

Cantidad de asistentes: 45

El Policython side-event en Uruguay se llevó 

a cabo el 14 de noviembre de 2019 en la 

Universidad Católica del Uruguay. El foco de la 

discusión fue el rol del denunciante anónimo o 

whistleblower en el combate a la corrupción. 

El evento contó con el apoyo de la Maestría en 

Políticas Públicas de dicha institución, así como 

la participación de la Junta de Transparencia 

y Ética Pública (JUTEP), representado por su 

Presidente el Cr. Ricardo Gil, quien expuso 

sobre la temática. Previo a la dinámica de 

design-thinking, los abogados y socios de BPG 

Santiago Theoduloz, Nicolás Brener, y Leandro 

Secco, comentaron la presentación del Cr. Gil y 

asimismo presentaron su enfoque en relación 

con la temática objeto de discusión. En este 

sentido, Nicolás Brener y Leandro Secco 

presentaron además los nuevos enfoques 

en materia de regulación del denunciante 

anónimo, buchón o whistleblower, analizando 

la legislación vigente así como los proyectos 

que se están manejando a nivel de Uruguay. La 

dinámica de Design Thinking fue mediada por 

Andrea Pérez, Chevening alumni y Magíster en 

Service Design Innovation.

Uruguay
Alianzas:

Fecha: 14 de noviembre de 2019

m

Sede:  Universidad Católica del 

Uruguay
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La exposición del Cr. Gil se centró en cómo la JUTEP comenzó a encarar 

los distintos aspectos relacionados a la figura del whistleblower en el sector 

público uruguayo. Se refirió a un primer evento organizado en noviembre del 

2016 junto a la Embajada Británica en Uruguay y el International Governance 

and Risk Institute (GovRisk), donde se trató la “identificación de oportunidades 

para reducir corrupción y fraude en la contratación en obras públicas en 

Uruguay”. Una de las conclusiones de este taller refería a la necesidad de 

incrementar la participación de la sociedad civil en esta materia. Para avanzar 

en este punto, se estableció que se debía “desarrollar un sistema serio 

y confiable para que la ciudadanía pueda denunciar casos en que pueda 

existir fraude o corrupción”. Los participantes reiteraron este punto optando 

mayoritariamente un sistema en el que un único organismo centralizará la 

recepción de denuncias (mencionando específicamente a la JUTEP para esa 

función).

A partir de esas conclusiones, en el marco del 4to Plan de Gobierno Abierto 

y la Estrategia Antilavado 2017/2020, se impulsó la creación de un “sistema 

confiable para canalizar denuncias mediante un portal web de recepción en 

el ámbito de la JUTEP y una red de nexos con los organismos públicos que 

permita la adecuada coordinación entre ambos subsistemas”. Este sistema 

contará con “amplias garantías para los denunciantes sean funcionarios 

públicos o ciudadanos en general”.

     La participación ciudadana permitirá 
transparentar los actos de los servidores públicos 
y fortalecerá la confianza, mostrando que el 
Estado no permanece pasivo ni indiferente. 
A su vez, la implementación de este sistema 
posibilitará el fortalecimiento de organizaciones 
no gubernamentales que apoyen y a la vez 
controlen la acción estatal.

Cr. Ricardo Gil, Presidente de la Junta de Transparencia y Ética de la 

Maestría de Políticas Públicas de la Universidad Católica del Uruguay.

“
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Luego de la exposición del Cr. Gil, los Dres. Secco y Brener comentaron sobre 

distintos aspectos legales relacionados a la figura del denunciante anónimo 

o whistleblower y al funcionamiento del portal de denuncias. Algunas 

interrogantes que se plantearon fueron:

Los principios del debido proceso (evidencia, declaración de testigos, 

investigaciones) generan una dinámica difícil para mantener el 

anonimato  del denunciante. ¿Cómo se podría proteger al denunciante 

ante medidas de venganza?

En los casos de denuncias que concluyen que no hubo delito/falta: 

¿Hay sanciones por mal uso de la herramienta? ¿Cómo se establece 

la buena fe del denunciante? ¿Qué medidas hay para proteger la 

identidad del denunciado hasta probar su culpabilidad?

¿Cómo se maneja el balance entre la información confidencial con la 

obligación de secreto comercial/profesional/legal?

En la determinación de qué es un delito, ¿los funcionarios públicos 

conocen el significado  de lo que es delito y lo que no, considerando 

que incluso la normativa puede llegar a ser difusa y de contenido 

amplio (“abuso de funciones”)? ¿La negligencia, omisión o ineptitud, 

daría lugar a denuncias?

?

?

?

Luego de la exposición y panel de discusión, los participantes (que incluían 

a funcionarios de la JUTEP, Fiscalía, abogados, y estudiantes de políticas 

públicas) comenzaron la dinámica grupal de Design Thinking, donde se 

buscó, mediante discusiones internas, poblar un Policy Canvas cuyas 

preguntas estimulaban el debate en el siguiente orden:

En una primera ronda de entendimiento y reflexión, se discutió sobre cuáles 

eran las barreras personales, culturales y sociales para generar una cultura 

de whistleblowing en Uruguay. Los participantes destacaron, entre otras las 

siguientes barreras:

?

     una cultura en el que el “buchón”- término local 
para definir al whistleblowing-  está mal visto por la 
sociedad desde la niñez.“
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     miedo a las 
consecuencias.“      códigos de 

lealtad.“
     en un país tan chico, 
nos conocemos todos.“

     la falta de 
educación en 
el tema.“ 

         no saber qué 
está mal y qué no.“

Luego se procedió a un intercambio en el que los participantes enumeraban los actores 

que para ellos eran clave en el combate a la corrupción. Entre ellos, emergieron la 

familia, los educadores, organismos públicos como la JUTEP, Fiscalía, Jueces, medios 

de comunicación, formadores de opinión y referentes sociales.

Finalmente, se exploraron desde distintas ópticas (ciudadanos, sector público, 

Organizaciones de la Sociedad Civil) las motivaciones y herramientas que permitirían 

generar cambios accionables contra la corrupción. A continuación, algunas propuestas 

que resaltaron:

Una de las motivaciones planteaba el deseo de vivir en una sociedad más justa y 

transparente, donde no todos queden “metidos en la misma bolsa” por hacer vista gorda 

a actos de corrupción. Para lograr esto, se debe romper con la cultura de desprecio al 

“informante” e informar mejor a la ciudadanía sobre lo que es la corrupción y porqué 

es tan importante luchar contra ella.

Para esto, una de las propuestas surge desde el origen del concepto whistleblowing, 

donde en vez de traducirlo al idioma español como el  “informante” o “soplón”, se utilice 

un término que tenga una connotación positiva, como “Colaborante” o “Alertador”. 

Con el mismo objetivo, se propusieron campañas de difusión para todos los niveles 

educativos y sociales, desde escuelas hasta oficinas públicas, donde se identifiquen 

prácticas comunes de “corrupción menor”, que van en contra de las normas y valores 

existentes en nuestra sociedad. 

También se propuso que, como prueba de ingreso al servicio público, los postulantes 

se adhieran a un código de ética y demuestren su comprensión de las normas 

establecidas. 
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Las ideas que surgieron de la dinámica serán desarrolladas por BPG en el marco de 

futuras acciones que pretende llevar a cabo en Uruguay y en la región, tomando como 

base principal aquellas conclusiones que surgen de este documento, considerando 

que no todas las soluciones que se encuentren pueden aplicarse a todo el contexto 

latinoamericano donde los niveles de corrupción son variables.
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Expertos: 

_Danilo Antúnez, Presidente de la 
Asociación de Empresas de Tecnología 
y de Comunicaciones de Honduras.

_Carlos Hernández, Director Ejecutivo 
de la Asociación por una Sociedad 
Más Justa, Capítulo de Transparencia 
Internacional en Honduras.

_Aquiles Parada, Fiscal Internacional 
de la Misión de Apoyo Contra la 
Corrupción e Impunidad en Honduras 
(MACCIH).

Moderadores:

_Clarissa Cárcamo, socia de BPG, ex 
becaria Chevening.

Cantidad de asistentes: 30

El Policython en Honduras se llevó a cabo el 26 

de noviembre del 2019, en el Campus San José 

de la Universidad Católica de Honduras, donde 

treinta participantes se hicieron presentes para 

discutir sobre ideas innovadoras para combatir 

la corrupción en la región, y analizar el contexto 

que vive Honduras, respecto a la lucha contra 

la corrupción e impunidad. Primero se llevó a 

cabo un panel de expertos como parte de una 

etapa de inspiración, y posteriormente, bajo 

una metodología de Design Thinking, se utilizó 

un policy canvas como herramienta para la 

etapa de innovación.

Honduras Fecha: 26 de noviembre de 2019

Sede: Campus San José de 

la Universidad Católica de 

Honduras

Alianzas:
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Entre los principales temas que se discutieron en el panel de expertos, se 

pueden recoger los siguientes: 

_La importancia de la renovación 

del Mandato de la Misión de Apoyo 

contra la Corrupción e Impunidad 

en Honduras (MACCIH), como una 

misión especial de la Organización de 

Estados Americanos (OEA). 

_El uso de las tecnologías de la 

información y comunicaciones TICs 

como herramienta para empoderar 

a la ciudadanía en mecanismos de 

rendición de cuentas, transparencia y 

participación ciudadana. 

_La sistematización de la 

información es clave para fortalecer 

las investigaciones de casos de 

corrupción e impunidad. 

_La plataforma de “Empresas 

Abiertas” que está gestionando 

la Asociación por una Sociedad 

Más Justa (ASJ), para una mejor 

transparencia de las empresas 

privadas y los gobiernos corporativos. 

_La juventud como protagonistas de 

la lucha contra la corrupción. 

_La imperante necesidad en 

formación de valores y ética para el 

servidor público. 

_Necesidad de creación y 

fortalecimiento de mecanismos 

de participación ciudadana para la 

mejora de las comunicaciones entre 

gobierno central, gobierno municipal 

y ciudadanía. 

La falta de sistematización de la 
Información es lo que ha entorpecido los 

avances en investigación fiscal para los 
delitos de corrupción en Honduras.

Aquiles Parada, Fiscal Internacional de la MACCIH 

Organización de Estados Americanos (OEA).

“



41

Durante el desarrollo del proceso de co-creación, se identificaron los 

siguientes aspectos:

A nivel de reflexión sobre las acciones o inacciones que fomentan la 

corrupción en Honduras, se identificaron aspectos personales y culturales 

como el desinterés y/o ignorancia, guardar silencio, la falta de valores, y la 

poca educación, así como una normalización de la criminalidad, la ausencia 

de valores y presencia de antivalores. En sus trabajos, los participantes 

nombraron la falta de cumplimiento de la normativa interna, la resistencia a 

la autoridad, y la falta de ética profesional como componentes que ayudan 

a fomentar la corrupción. A nivel societal, se identificó una falta de auditoría 

social, transparencia, y rendición de cuentas, combinado con una falta de 

espacios para la participación pública en esta temática.

Durante la etapa de intercambio sobre qué o quiénes inspiraron a los 

participantes a tomar acción en el tema, se mencionaron, entre otros, la 

injusticia social y la inseguridad experimentada por los participantes, los altos 

índices de violencia, la lucha internacional contra la corrupción y la necesidad 

de un cambio.

Como actores clave en el combate a la corrupción, los participantes 

nombraron a la academia, el sector público y privado, la sociedad civil, los 

nueve millones de ciudadanos hondureños, periodistas, el Ministerio Público, 

el Tribunal Superior de Cuentas, el Instituto de Acceso a la Información, y 

Organismos Internacionales.
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Finalmente, en la etapa de proponer acciones para incidir en la agenda 

pública para el combate a la corrupción, los participantes exploraron, desde 

distintos roles, las motivaciones y herramientas que permitirían generar 

cambios accionables contra la corrupción. Desde la óptica del sector público, 

se planteó la necesidad de recursos humanos más capacitados, meritocracia, 

bases de datos actualizadas, investigación, y plataformas de transparencia. 

Desde el sector privado, se planteó la necesidad de un mayor respeto a los 

derechos humanos, aumentar la responsabilidad social corporativa y el uso 

de memorias de sostenibilidad, la implementación de códigos de integridad. 

Desde los organismos de la sociedad civil, se planteó la necesidad de 

mayores mecanismos de denuncia e investigación, auditorías sociales, 

difusión de estos temas y publicación en portales públicos, y más sistemas 

de participación.
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Expertos: 

_Gruilherme Jardim Jurksaitis, 
Profesor en la Facultad de Derecho de 
la Fundación Getulio Vargas.

_Eduardo Spanó, especialista en 
innovación y contratación pública de 
Aliança para Inovação (Alianza para la 
Innovación). 

_Natalie Assis, abogada y experta en 
cumplimiento de Alliance for Integrity.

Moderadores:

_Luana Moraes, socia de BPG, ex 
becaria Chevening.

Cantidad de asistentes: 30

El evento paralelo del Policython 2019 en Brasil 

se llevó a cabo el 04 de febrero de 2020, en 

Civi.co Social Impact Coworking. Alrededor de 

treinta participantes se reunieron para discutir 

cómo los gobiernos y el sector privado pueden 

aplicar tecnologías digitales para impulsar la 

transparencia e integridad, elementos clave 

en la lucha contra la corrupción en la licitación 

y contratación pública.

La primera parte del evento consistió en 

un panel de expertos en corrupción que 

inspiraron a los participantes en el desarrollo 

de iniciativas en la parte de Design Thinking 

del evento. Empezamos con Gruilherme 

Jardim Jurksaitis, profesor de la Facultad de 

Derecho de la Fundación Getulio Vargas, 

quien presentó un panorama general de la 

licitación y contratación pública brasileña. 

Según el especialista, el sistema es muy 

complicado y genera incentivos incorrectos: 

en lugar de competencia, existe un monopolio 

de las empresas que aprendieron a gestionar 

la complejidad de la ley de licitación y 

contratación (Lei 8.666 / 93). Afirmó que en 

lugar de promulgar más leyes y regulaciones 

para combatir la corrupción, Brasil debería 

simplificar el sistema basándose en la 

tecnología.

Brasil
Alianzas:

Fecha: 4 de febrero de 2020

Sede:  Civi.co Social Impact 

Coworking
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Eduardo Spanó, especialista en innovación y contratación pública de Aliança 

para Inovação (Alianza para la Innovación), incorporó a la discusión cómo la 

tecnología puede servir de herramienta para mejorar la transparencia y la 

integridad. Mencionó que cuando el gobierno está preparando una licitación, 

el primer paso es hacer una consulta pública para verificar el precio en el 

mercado. A pesar de que el gobierno federal proporciona una plataforma 

digital, los estados y municipios aún envían cartas físicas, deteriorando la 

transparencia del proceso y abriendo la puerta a posibles irregularidades, 

incluyendo casos de corrupción. Como ejemplo de una buena solución, 

mencionó la plataforma digital de contratación pública chilena: Mercado 

Público, la cual reúne en un solo lugar la demanda de los compradores 

públicos y la oferta de miles de proveedores.

Natalie Assis, abogada y experta en cumplimiento de Alliance for Integrity, 

aprovechó la oportunidad para presentar Integrity App, una aplicación 

desarrollada por la organización que no solo ayuda al sector público y 

privado a autoevaluar su nivel de cumplimiento e integridad basado en Los 

25 estándares de la OCDE, pero también da recomendaciones para mejorar. 

Assis también mencionó su asociación con la Controladoria Geral da União 

(Contraloría General de la Unión) para incentivar el uso de la aplicación por 

parte de las agencias gubernamentales que planean contratar y por las 

empresas privadas que buscan ser proveedoras del Estado.

En la segunda parte, se formaron cuatro equipos para discutir propuestas de 

políticas públicas, utilizando la metodología de innovación bajo la facilitación 

de Luana Moraes, socia de BPG.

Reflexionando sobre acciones e inacciones que fomentan la corrupción, los 

brasileños indicaron entre los factores personales a la falta de información y el 

miedo a volverse “aburridos y moralistas”. La dimensión cultural y de creencias 

fue la que más sobresalió. Prevalecieron ideas tales como la incredulidad en 

el castigo, no asumir responsabilidad sobre los propios actos y la creencia 

de que la corrupción y el aprovecharse de ciertas situaciones son parte de 

nuestra cultura. En el espacio de trabajo, se mencionó el corporativismo y el 

favorecer a algunos proveedores sobre otros.
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A nivel de sociedad, se señaló que las noticias recurrentes sobre la corrupción 

la han convertido en parte de la vida cotidiana. Adicionalmente, se habló del 

relativismo de la corrupción, la desigualdad y la falta de educación.

Durante la discusión fue interesante observar que se mencionaron no solo 

las experiencias profesionales, los portales de transparencia del gobierno o 

el trabajo con políticos, sino también a la familia, especialmente los niños 

y los padres como fuente de inspiración para actuar sobre el asunto. En 

cuanto a los actores fundamentales, se señaló a administradores públicos, 

proveedores, grandes empresas, legisladores, asesores, organizaciones de 

auditoría, ONG y líderes comunitarios. Al parecer, los participantes consideran 

que todos los sectores de la sociedad son fundamentales de alguna manera 

dado que en Brasil la corrupción es un desafío multidimensional.

Finalmente, cuando se solicitó nombrar un rol, motivaciones y herramientas 

que permiten generar cambios factibles, los participantes mencionaron:

Gobiernos

Aplicación de las 

mejores prácticas 

internacionales, acceso 

a inversiones, uso de 

tecnologías como 

machine learning y 

blockchain que permitan 

identificar malversación 

de fondos y entrelazar 

datos administrativos; 

simplificar las reglas 

para la licitación y 

contratación pública y 

desarrollar capacidades 

(capacity building) en la 

administración pública 

en asociación con 

centros tecnológicos.

Empresas

Abogar por un sistema 

de contratación más 

sencillo, fomentar 

programas de integridad 

e iniciativas tecnológicas 

open source y 

comprometerse 

a solamente ser 

proveedores de 

organismos públicos 

con una política de 

integridad sólida.

ONG

Promover la credibilidad 

institucional, recopilar 

y difundir información 

sobre mejores prácticas 

y participación social.



49

Al final, cada equipo resumió sus hallazgos en una frase para responder a la 

pregunta propuesta: ¿cómo los gobiernos y el sector privado pueden aplicar 

tecnologías digitales para impulsar la transparencia e integridad, elementos 

clave en la lucha contra la corrupción en la licitación y contratación pública?

Equipo 1

Equipo 2

Equipo 3

 Implementación de tecnologías con una mayor 

participación de la sociedad - proveer un canal para los 

denunciantes.

La sociedad debe actuar en tres momentos. Antes de 

la licitación, unificando y simplificando la legislación, 

con portales para proveedores accesibles, regulaciones 

simplificadas y capacitación. Durante la contratación, a 

través del monitoreo de proveedores. Y finalmente con 

la creación de una plataforma y portal de transparencia 

con datos fiables y un diseño accesible para ser utilizado 

por los sectores público y privado, así como por los 

ciudadanos.

Creación de foros digitales para una mayor transparencia 

de la información, los cuales se difundan a través de 

líderes gubernamentales y empresariales para fomentar 

la vinculación de distintos actores y el cumplimiento 

regulatorio.

Equipo 4

No hay corrupción sin corruptor. La solución a este 

problema requiere la participación de todos los sectores 

de la sociedad. El sector público necesita modernizarse, el 

sector privado debe ayudar en la modernización y el uso 

de tecnologías digitales, y corresponde a la sociedad civil 

monitorear las licitaciones y contrataciones públicas.
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Expertos: 

_Dr. Manuel Garrido. Ex-diputado 
nacional y profesor de Derecho Penal 
en la Universidad Nacional de La Plata.

_Dra. Natalia Barbero. Dra. en Derecho 
Penal y especialista en crímenes 
internacionales y delitos de lesa 
humanidad.

_Dra. Natalia Volosín. Dra. en Derecho 
por la Universidad de Yale con 
experiencia en control de la corrupción 
y criminalidad económica.

_Dr. Hugo Wortman Jofre. Presidente 
de Poder Ciudadano, capítulo argentino 
de Transparencia Internacional.

Moderadores:

_Pablo Secchi. Director Ejecutivo de 
Poder Ciudadano, capítulo argentino 
de Transparencia Internacional.

_ Por BPG: Mariana Fernández 
Escobar, Socia del Bloomsbury Policy 
Group.

Cantidad de asistentes: 50

El panel, celebrado como evento paralelo  

del Policython 2019 organizado por BPG en 

Argentina, llevó por título “Gran Corrupción y 

los Desafíos de la Lucha contra la Corrupción 

en la Argentina”. El eje focal de este panel 

consistió en discutir los principales desafíos 

para combatir la corrupción desde los diversos 

sectores que se encontraban representados 

por los panelistas de diversos sectores, entre 

ellos la sociedad civil.

De entrada, la Dra. Natalia Volosín comenzó 

analizando la teoría sobre gran corrupción y 

situaciones en las cuales se presenta dicho 

fenómeno. Se enfatizó la corrupción como la 

organización de un sector para la extracción 

de rentas, las democracias nominales a las 

cuales calificó como sistemas esencialmente 

corruptos, y la corrupción a través del gasto 

público en la ejecución de obras buscando 

beneficios para contratistas específicos. 

Calificó a la corrupción en Argentina como 

estructural y que se mejora a sí misma para 

continuar extrayendo dinero.

Argentina
Alianzas:

Fecha: 08 de noviembre del 2019.

Sede: Facultad de Derecho, 

Universidad de Buenos Aires, 

Buenos Aires, Argentina.Centro de Estudios sobre Transparencia 
y Lucha contra la Corrupción.

Poder Ciudadano 
(Transparencia Internacional 

Argentina)
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Explicó que las dos vertientes para enfrentar la corrupción han sido la 

perspectiva cívica y el derecho penal. Sobre esta última aseguró que el 

desempeño de la justicia argentina es muy malo, con procesos que pueden 

durar más de 15 años y apenas 2% de los casos de corrupción tienen condena. 

Después de su análisis sobre la problemática, aseveró que hay que pensar 

formas de prevenir los actos de corrupción antes de que ocurran. Eso se 

puede lograr primero, midiendo el costo de la corrupción especialmente 

vinculándolo a los derechos humanos. Y segundo, investigar sectores 

específicos y determinar cuáles son las oportunidades de la corrupción, los 

incentivos y capacidades para controlarla.

Posteriormente, tomó la palabra el Dr. Hugo Wortman Jofre. Habló de la 

importancia del rol de la sociedad civil de vigilar al poder. En caso de que 

esta no existiera, la situación podría ser peor, aseguró Wortman. De igual 

forma, aseguró que la sociedad civil va determinando el camino que se debe 

seguir en la lucha anticorrupción para ver si así  “logramos algunos avances 

significativos que creo va a ser muy difícil que retrocedamos”. Propuso crear 

normas que vayan más allá de las legislaciones nacionales que permitan 

tener una idea de cómo castigar más eficientemente la corrupción.

Afirmó, al cuestionar si el estado de derecho que existe en los países 

actualmente es eficaz contra la corrupción, que “el estado de derecho está 

arrodillado frente a determinados crímenes globales, y esto se evidencia con 

la lucha contra el terrorismo, contra el narcotráfico y contra el lavado de dinero. 

Eso nos lleva a pensar en la necesidad de alguna estructura supranacional 

que nos permita luchar de una forma más eficaz (contra la corrupción)”. 

Informó sobre las opciones que se discuten en Transparencia Internacional en 

la materia que podrían ser una Corte Internacional Anticorrupción, una Corte 

Latinoamericana Anticorrupción, un Relator en Materia de Corrupción para el 

Sistema Interamericano, y la articulación de las Unidades de Administración 

Financiera nacionales. Explicó que la apuesta de Transparencia Internacional 

es estandarizar las herramientas anticorrupción a nivel mundial.
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A continuación, la Dra. Natalia Barbero, se refirió a los riesgos de mezclar el 

concepto de graves violaciones a los derechos humanos como consecuencia 

de actos de corrupción debido a que “los operadores jurídicos en el ámbito 

penal restringimos e interpretamos de manera estricta y precisa, por lo tanto 

(el riesgo) es que (el acto de corrupción) pueda quedar impune”. Aseguró que 

es difícil definir qué es una violación grave a los derechos humanos y que no, y 

lo ejemplificó con que la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos 

ha tenido problemas en el concepto de cuáles son graves violaciones.

Por lo anterior, recomendó precisar los elementos a incluir en gran corrupción, 

diferenciándola de la pequeña corrupción. Afirmó que para luchar contra la 

gran corrupción es importante primero, tener una definición correcta del 

problema y segundo, determinar quién juzga. Se mostró escéptica en torno 

a incluir la gran corrupción como un crimen de lesa humanidad dentro del 

Estatuto de Roma, principalmente porque “en la enumeración que tenemos 

en el artículo siete, (el concepto de gran corrupción) no encajaría en ninguno 

de ellos”.

Esa enumeración incluye asesinato, exterminio, esclavitud, deportación, 

encarcelación, tortura, esclavitud sexual, persecución de grupos, 

desaparición, apartheid y otros actos inhumanos. De acuerdo  con Barbero, 

hay grupos académicos que sugieren que la gran corrupción se integre como 

“otros actos inhumanos” pero se mostró prevenida porque la gran corrupción 

generaría sufrimiento a futuro y no inmediatamente. En ese sentido, “habría 

una temporalidad en cuanto a la consecuencia del delito (gran corrupción) 

para que ingrese a la cláusula de trato inhumano”.

En resumen, consideró que la inclusión de gran corrupción dentro del artículo 

siete del Estatuto de Roma es algo forzado. En torno a las otras propuestas 

presentadas por Wortman, consideró que en el caso de las relatorías que 

se tienen en el derecho internacional, estas han demostrado ser muy 

útiles. Y las oficinas nacionales que podrían ser controladas por organismos 

internacionales como la ONU, también las vio como buena opción y las 

comparó con las oficinas nacionales producto de la Convención contra la 

Tortura, instancias que se encargan de la prevención del problema.
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Cerró el Dr. Manuel Garrido, quien cuestionó la creación de nuevos 

mecanismos anticorrupción en lugar de modificar los ya existentes. Garrido 

enfatizó además que en la definición de gran corrupción no se debería 

considerar sólo a los funcionarios públicos como potenciales responsables 

del problema sino también al sector privado. Se refirió a experiencias 

previas en América Latina sobre involucrar instancias internacionales en la 

investigación contra la corrupción para lo cual sugirió considerar los recursos 

involucrados, la voluntad política y la sostenibilidad de esos esfuerzos.

En ese sentido, mencionó el caso de la Comisión Internacional contra la 

Impunidad de Guatemala (CICIG) donde se buscaba fortalecer el desempeño 

del poder judicial guatemalteco, pero en algunos casos se decidió extraditar 

a personas investigadas para ser juzgadas en el exterior, lo cual iba en contra 

del objetivo de esfuerzo internacional. En torno a la sostenibilidad de ese tipo 

de esfuerzos, aseguró que existe el riesgo de que acaben si el Estado decide 

terminar la colaboración internacional, que fue lo que ocurrió con la misma 

CICIG.

En otro orden de ideas, aseguró que no se entiende qué hacen los organismos 

de control y que terminan siendo “un cargo que se le da a un político que 

queda desocupado cuando vence el mandato”, pero que no tiene la capacidad 

técnica para implementar el control que el organismo propiamente debería 

hacer. Sobre soluciones sugirió, dado el contexto en Argentina, lo viable es 

avanzar con pequeños logros contra la corrupción. Finalmente, aseguró que 

quedan temas pendientes como el diseño de políticas públicas enfocadas a 

la prevención de la corrupción.

Posterior a la intervención de los panelistas, se realizó una sesión de preguntas 

y respuestas.

Conclusión

De acuerdo con lo planteado por los panelistas, hay opiniones favorables en 

torno a hacer énfasis en la prevención de la corrupción y a la implementación 

de mecanismos internacionales que castiguen coordinadamente la gran 

corrupción, en lugar de esfuerzos nacionales aislados. No obstante, hay 

obstáculos legales o de delegación que deben atenderse para implementar 

estas soluciones.
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Expertos: 

_Santiago Pardo. Coordinador del Programa de 

Innovación Legal Facultad de Derecho  Universidad 

de los Andes.

_Dra. Margarita Gómez. Directora Ejecutiva - 

People Lab Blavatnik School of Government de la 

Universidad de Oxford.

_Dr. Erick Behar Villegas. Decano  - Facultad de 

Ciencias Administrativas, Económicas y Contables 

Universidad Central.

_Diana Dajer. Candidata PhD en Estudios Socio-

Jurídicos Universidad de Oxford Directora y 

Fundadora de Policéntrico.

_Carlos Esguerra.  Socio de Avante Abogados. 

Lideró el desarrollo del Grupo Élite Contra 

Colusiones Públicas en la Delegatura para 

la Protección de la Competencia en la 

Superintendencia de Industria y Comercio.

_Juan Pablo Remolina.  MPA de la Universidad de 

Harvard. Máster en Asuntos Públicos del Instituto 

de Estudios Políticos de París (Sciences Po). 

Consultor, columnista, profesor y Co-autor del libro 

“Descentralización y Entidades  Territoriales”

Moderadores:

_Por BPG: Eliana Camargo, Socia del Bloomsbury 

Policy Group.

Cantidad de asistentes: 50

El panel, celebrado como evento paralelo  

del Policython 2019 organizado por BPG en 

Colombia, tuvo como eje focal la presentación 

de investigaciones y enfoques innovadores, 

en diferentes países de América Latina, 

para reducir la corrupción. Se espera, en los 

próximos meses, resultados de varias de estas 

iniciativas las cuales recomendamos seguir.

Comenzó Santiago Pardo, quien explicó qué 

es el Laboratorio de Diseño para la Justicia de 

la Universidad de los Andes. Este laboratorio es 

una plataforma colaborativa e interdisciplinaria 

para el desarrollo de una agenda de 

transformación en la educación legal a través 

de la experimentación y creación de una nueva 

generación de productos judiciales, legales y 

educativos a partir del estudio de Soluciones 

de Tecnológicas Legales (Legal Tech), la 

Disrupción de los Modelos de Asesoría Legal 

(Tech Law) y el Pensamiento de Diseño Legal 

(Legal Design). Para más información sobre 

lo que hace el Laboratorio de Diseño para 

la Justicia de la Universidad de los Andes 

consultar el siguiente enlace. 

Colombia
Alianzas:

Fecha: 07 de noviembre del 2019.

Sede: Auditorio, Universidad 

Central de Colombia, Bogotá, 

Colombia.

https://arqdis.uniandes.edu.co/innovar-procesos-tutelas/
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Continuó la Dra. Margarita Gómez, quien habló de la aplicación de las ciencias 

del comportamiento y la experimentación para promover comportamientos 

honestos en funcionarios públicos. Explicó que el enfoque de las ciencias 

del comportamiento aporta a la discusión sobre la corrupción una nueva 

perspectiva, ya que demuestra que las personas no siempre se comportan 

de acuerdo con el modelo de elección racional. Además, las ciencias del 

comportamiento nos permiten pensar en soluciones costo-efectivas y 

políticas más reales, políticas para humanos.

Enfatizó que debemos entender los comportamientos deshonestos como 

resultado de un conjunto de comportamientos individuales que ocurren en 

un contexto específico y en un momento decisivo. Añadió los resultados de un 

experimento de campo realizado en México para aumentar el cumplimiento y 

los informes de los obsequios recibidos por los servidores públicos. El estudio 

responde a la pregunta: ¿Qué tipo de mensaje, informado por las ciencias 

del comportamiento, es más efectivo para cambiar el comportamiento de 

los servidores públicos para cumplir con la regulación de los regalos en 

México?  En ese experimento, el grupo de tratamiento reportó regalos en 

mayor proporción al grupo de control. Esto significa que el mensaje que hace 

énfasis con cumplir con la ley tiene mayor impacto al momento de reportar 

obsequios recibidos. resultando el de mayor impacto el mensaje haciendo 

énfasis en el cumplimiento de la ley.

El Dr. Erick Behar Villegas habló sobre la aproximación de la economía 

experimental. Detalló que “en colaboración con la Escuela de Gobierno y 

Transformación Pública del TEC de Monterrey, hemos querido abordar el caso 

de pago por denuncias por corrupción desde lo interdisciplinario. Buscamos 

dar una perspectiva desde la economía experimental, preguntando si 

los pagos pueden llevar a más denuncias, inclusive algunas falsas, que 

denominamos falsos positivos burocráticos. Actualmente se está terminando 

el diseño del experimento, y en el 2020 se publicarán los resultados”.
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Posteriormente, Diana Dajer, explicó que la participación ciudadana en 

la priorización y veeduría del gasto público es una de las herramientas 

que más atención tiene a nivel mundial para combatir la corrupción en la 

decisión y ejecución de los recursos públicos. En Colombia, la reciente 

consulta anticorrupción promovió el desarrollo de audiencias públicas para 

la decisión del gasto de inversión del presupuesto público y la rendición 

de cuentas sobre contratación y ejecución del gasto. Se preguntó, ¿cómo 

desarrollar iniciativas de innovación que hagan uso de estas herramientas 

para combatir la corrupción?. En su intervención Diana presenta casos 

basados en su estudio y tesis de doctorado comprobando la influencia que 

tiene uso de enfoques participativos y de innovación social para reducir 

comportamientos corruptos, un gran ejemplo aplicado en Medellín Colombia 

son los presupuestos participativos.

Luego, Carlos Esguerra, profundizó en el análisis sobre cómo, desde una 

perspectiva práctica, el derecho de la competencia y las autoridades de 

competencia pueden ser herramientas efectivas en la lucha para la detección, 

sanción y prevención de distintas modalidades de corrupción e ineficiencia 

en procesos de contratación estatal.

Finalmente, Juan Pablo Remolina, habló sobre el Índice de Gobierno 

Abierto (IGA). Comenzó detallando que la Procuraduría es un organismo 

independiente encargado de supervisar el cumplimiento legal en este país. 

Aunque Colombia tiene uno de los mecanismos legales anticorrupción 

más fuertes del mundo, evidencia bajos niveles de implementación. ¿Qué 

está haciendo la Procuraduría para aumentar el cumplimiento de las leyes 

anticorrupción? En su charla, Juan Pablo explicó que bajo el alcance de su 

función preventiva, y basándose en el marco del “Triángulo del Fraude”, la 

Procuraduría diseñó la Iniciativa del Índice de Gobierno Abierto (IGA) en 2010. 

El IGA mide los niveles de implementación de las leyes anticorrupción en los 

1.133 gobiernos locales en Colombia. Aunque el IGA no mide la corrupción, 

permite valorar el desempeño de las entidades públicas.
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Conclusión

En el Policython Colombia se presentaron varias propuestas que enfocan la 

lucha anticorrupción y en pro de la transparencia desde diferentes disciplinas. 

Recomendamos hacer seguimiento a, dependiendo del caso, el progreso o 

resultados de estas iniciativas que pueden servir como referencia para otros 

países de la región.
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Expertos: 

_Carlos Pimentel. Director Ejecutivo 
de Participación Ciudadana (Capítulo 
de Transparencia Internacional en la 
República Dominicana).

_Faride Raful. Diputada por la 
Circunscripción No. 1 del Distrito 
Nacional.

_José Miguel Marmolejos. Procurador 
Fiscal adscrito a la Procuraduría 
Especializada de Persecución de la 
Corrupción Administrativa (PEPCA).

Moderadores:

_ Por BPG: Luis Alberto Arias, Socio del 
Bloomsbury Policy Group.
 

Cantidad de asistentes: 75

Conforme el último informe de “Índice de 

Percepción de la Corrupción” elaborado por 

Transparencia Internacional (TI), la República 

Dominicana ocupa el puesto 137 de 180 

países dentro de los países corruptos en el 

mundo. Siendo “0” el sinónimo de corrupción 

muy elevada y “100” significando ausencia 

de corrupción, la República Dominicana fue 

calificada con 28 puntos.

 

El panel, celebrado como evento paralelo 

del Policython 2019 organizado por BPG en la 

República Dominicana, llevó por título “Gran 

Corrupción y los Desafíos de la Lucha contra 

la Corrupción en la República Dominicana”. 

El eje focal de este panel consistió en discutir 

los principales desafíos para combatir la 

corrupción desde los diversos sectores, 

representados por los panelistas. De ese 

modo, los panelistas se dieron la tarea de 

presentar sus ideas desde la perspectiva 

de la Sociedad Civil, el Poder Legislativo y la 

Procuraduría Especializada de Persecución de 

la Corrupción Administrativa (PEPCA).

 

República 
Dominicana 

Alianzas:

Fecha: 27 de noviembre del 2019.

Sede: Pontificia Universidad Católica 

Madre y Maestra (PUCMM) Recinto 

Santo Tomás de Aquino (Santo 

Domingo, Distrito Nacional).

 

Participación Ciudadana 
(Transparencia Internacional 
en República Dominicana)
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De entrada, el Lic. Carlos Pimentel, marcó el inicio del evento sentando las 

bases de la definición de Gran Corrupción conforme el concepto creado por 

Transparencia Internacional, al tiempo en que presentó las conductas típicas 

que podrían configurar “Gran Corrupción”. Ver propuesta del Dr. Wortman 

Jofre en Policython Argentina.

Posteriormente, la Licda. Faride Raful abordó la temática referente a las 

herramientas legislativas para hacer frente a los delitos de corrupción y que, 

en la actualidad, no han podido ser ejercidas debido a la mayoría que posee 

el oficialismo en el Congreso de la República. Según sus palabras: “hemos 

solicitado interpelar al Procurador General de la República y otros muchos 

funcionarios públicos para que rindan cuentas al Congreso Nacional; sin 

embargo, nuestras propuestas nunca son acogidas por el hemiciclo”. Según 

su perspectiva, la persecución de la corrupción administrativa nunca podrá 

ser enfrentada hasta tanto no se tenga un órgano persecutor completamente 

independiente del Poder Ejecutivo.

 

Finalmente, el Lic. José Miguel Marmolejos, concluyó el evento presentando 

los principales desafíos que, en el marco del ejercicio de sus funciones, ha 

identificado para combatir los casos de gran corrupción. 

    ante estos casos constituyen desafíos para la 
investigación: la ampliación y agilización de los 
mecanismos de cooperación internacional y la 
recuperación de activos, provenientes de los delitos 
de corrupción; la actualización y fortalecimiento 
del marco normativo para perseguir estos delitos, 
así como reducir el tiempo de procesamiento y 
condena de estos casos por medio la creación de 
procedimientos especiales para lograr tal fin.

José Miguel Marmolejos. Procurador Fiscal adscrito a la Procuraduría 

Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).

“

“
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Conclusión

Las conclusiones derivadas del evento hicieron referencia a la imperiosa 

necesidad de separar el órgano persecutor de los delitos de corrupción 

administrativa de aquellos organismos que conforman el Poder Ejecutivo. 

De igual forma, se discutió la necesidad del uso de técnicas complejas de 

lavado de activos, así como el elevado número de investigadores locales e 

internacionales que hace falta para combatir esta problemática.
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Síntesis
A partir de la información recopilada en los eventos de la región, se 

identifican conclusiones y desafíos en las siguientes áreas: 
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Sobre la ciudadanía, la sociedad civil y las 
denuncias

La ciudadanía juega un rol clave en la lucha contra la corrupción. La 

participación ciudadana debe ser incorporada como actor fundamental en 

el diseño de políticas públicas que busquen combatir la corrupción, ya que 

ésta no solo es un medio para canalizar la concientización sobre el impacto 

de la corrupción en los países, sino que también para educar y desnormalizar 

las prácticas corruptas. Los medios de comunicación, partidos políticos, 

autoridades y empresarios deben cambiar la narrativa, en donde lo corrupto 

es lo incorrecto, en lugar de lo normal.  

Se debe propiciar la creación de mecanismos para whistleblowing y 

denuncias en sectores público y privado en el marco del anonimato y la 

protección. Junto con ello, es  necesario avanzar hacia una reconceptualización 

de la nomenclatura que se utiliza para referirse a los denunciantes y 

sustituir expresiones como “informante” por “alertador”, por ejemplo, para 

connotaciones positivas sobre el rol de estos. También es importante ampliar 

el espectro de denuncias con el fin de que,  junto con disminuir la tolerancia 

a la corrupción, aumente la denuncia de casos de corrupción menor. 

Sobre gestión y administración

Fomentar y fortalecer redes anticorrupción que incluyan profesionales de 

niveles medios de la administración pública y privada. Resulta crucial contar 

con profesionales altamente capacitados para evitar, identificar y denunciar 

irregularidades. Para esto, se necesita no sólo la existencia de esas redes 

de profesionales sino también que quienes las integran tengan capacidades 

técnicas anticorrupción. Este tipo de redes, de acuerdo con la Dra. Liz David-

Barrett, permitió que la investigación Odebrecht en México siguiera adelante, 

a pesar de presiones externas. 

Implementación y entrenamiento ético en los sectores público y privado. 

Las organizaciones deben ir más allá de publicar códigos de ética y 

conducta sino también, por una parte, propiciar que los funcionarios públicos 

y trabajadores privados conozcan estas reglamentaciones y se adhieran a 

ellas. 
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Por otra, entrenar de forma constante, simplificada y con ejemplos acordes a 

las situaciones éticas que esos funcionarios o empleados van a enfrentarse 

en su trabajo diario. La prevención es un aspecto erróneamente olvidado en 

las políticas anticorrupción, las cuales generalmente se enfocan sólo en lo 

punitivo.

Apoyar experimentos basados en las ciencias del comportamiento para 

enfrentar la corrupción. Aún cuando es un campo experimental, hay 

investigaciones en América Latina que han demostrado ser costo-efectivas 

para reducir actos de corrupción. Las ciencias del comportamiento se basan 

en que los humanos no siempre toman decisiones racionales, por lo cual, 

el diseño de políticas públicas debe incluir ese factor humano -no siempre 

racional- en las acciones anticorrupción. Para referencia del uso de las 

ciencias del comportamiento en las políticas públicas en general, puedes 

revisar el reporte Policy Forum 2018, también realizado por BPG.

Sobre la colaboración inter e intra institucional

La impunidad de las prácticas corruptas generan un círculo vicioso. 

La impunidad no sólo abre la puerta a más acciones corruptas, sino que 

también impacta en la percepción de inseguridad de la ciudadanía y genera 

problemas  de Estado de derecho en América Latina. En este contexto, de 

acuerdo con el experto Gerardo Rodríguez Sánchez Lara, el involucramiento 

y acompañamiento de organismos internacionales, la inteligencia financiera 

y el periodismo de investigación, se tornan cruciales. 

Impulsar la creación de instancias supranacionales que sancionen la 

corrupción. Los participantes de los eventos de Argentina y República 

Dominicana hicieron especial énfasis en el rol que estas instancias podrían 

jugar y en la importancia de éstas permitan agilizar los mecanismos 

de recuperación de activos. En esta línea, Transparencia Internacional 

propone opciones como una Corte Internacional Anticorrupción, una Corte 

Latinoamericana Anticorrupción, un Relator en Materia de Corrupción para el 

Sistema Interamericano, y la articulación de las Unidades de Administración 

Financiera nacionales. 

 

https://oecd-opsi.org/innovations/using-behavioral-science-to-reduce-corruption-within-mexicos-public-service-an-innovative-way-to-fight-corruption/
https://oecd-opsi.org/innovations/using-behavioral-science-to-reduce-corruption-within-mexicos-public-service-an-innovative-way-to-fight-corruption/
https://bloomsburypolicygroup.org/wp-content/uploads/2019/08/Reporte-BPG-Final-5.pdf
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Sobre la creación  y publicación de datos

La información de calidad es poder. El combate contra la corrupción va de 

la mano del levantamiento y publicación de datos de calidad de diferentes 

fuentes, que no sólo permitan identificar patrones de corrupción como La 

Estafa Maestra y La Casa Blanca en México, sino que también puedan ser 

utilizados por la ciudadanía. Cabe mencionar dichos esfuerzos sólo producen 

impacto si las denuncias no quedan impunes. 

Garantizar la interoperabilidad de los datos. El uso de la tecnología, 

de acuerdo con el experto y panelista Rodrigo Felix Montalvo, debe ir 

acompañado de corresponsabilidad de gobiernos, sector privado y sociedad 

civil que nace de los principios de la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción. En este sentido, la innovación debe estar relacionada 

con cuatro procesos cruciales: 1) qué establecen las leyes, 2) cuáles son los 

procedimientos establecidos por las normativas identificando las lagunas 

normativas donde se puede generar corrupción, 3) conocer las mejores 

experiencias internacionales en esas áreas y 4) cómo implementar la 

tecnología, para dar respuesta a los problemas detectados, enfocada en el 

usuario. Y, una vez la tecnología se incluya en los procesos anticorrupción, 

es crucial propiciar la estandarización e interoperabilidad de los datos 

generados por diferentes instituciones y niveles de gobierno. La Plataforma 

Digital Nacional en México es un ejemplo.  

Mejorar las capacidades de las organizaciones de la sociedad civil para 

el uso de los datos generados por las autoridades. Una de las principales 

acciones de las organizaciones de la sociedad civil es incidir en las políticas 

públicas. Pero, que esas organizaciones tengan robustas capacidades de 

análisis de datos les permitiría influir en las autoridades de forma técnica 

para éstas sigan generando datos de calidad y también usen los datos para 

mejorar la eficiencia en el uso de los recursos. Es decir, que las organizaciones 

de la sociedad civil pasen de opinar a incidir técnicamente en las políticas 

públicas. El financiamiento para el desarrollo de tales capacidades puede 

provenir de agencias de desarrollo internacionales.

https://www.animalpolitico.com/estafa-maestra/
https://www.animalpolitico.com/estafa-maestra/
https://www.animalpolitico.com/2018/12/libro-casa-blanca-pena-nieto/
https://www.unodc.org/documents/mexicoandcentralamerica/publications/Corrupcion/Convencion_de_las_NU_contra_la_Corrupcion.pdf
https://www.unodc.org/documents/mexicoandcentralamerica/publications/Corrupcion/Convencion_de_las_NU_contra_la_Corrupcion.pdf
https://plataformadigitalnacional.org/about
https://plataformadigitalnacional.org/about
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Sobre el uso de la tecnología

El blockchain es una herramienta clave para mejorar la trazabilidad 

de los recursos públicos. El uso de este tipo de tecnologías debe 

ir acompañado de reglas robustas pero simples para licitaciones y 

contrataciones públicas y desarrollar capacidades (capacity building) en 

la administración gubernamental en asociación con centros tecnológicos.

El combate de la corrupción comienza con la prevención y la alerta 

temprana, ámbito en el que la inteligencia artificial puede jugar un rol 

fundamental. Habiendo desarrollado un marco adecuado de recabación 

de datos de los actores fiscalizables, se pueden implementar algoritmos 

de inteligencia artificial que identifiquen prontamente vínculos y patrones 

de comportamiento sospechosos de corrupción. Esta tecnología serviría 

de apoyo tanto a los creadores de procesos relacionados a las finanzas 

públicas para identificar vulnerabilidades (preventiva), como a los fiscales 

para incrementar la rapidez y eficiencia de las investigaciones de posibles 

actos de corrupción (reactiva). 
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